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Introducción


La violencia en México es un fenómeno con dimensiones múltiples y diversas, por ello, todo esfuerzo por comprenderla o explicarla no puede considerarse como definitivo e inmediato. Esta obra busca ofrecer a sus lectores elementos que contribuyan a hacer visible la multiplicidad y complejidad de este fenómeno. Se trata de elementos que, en su gran mayoría, no han sido incorporados en las propuestas gubernamentales ni en la agenda pública que prevalecen en torno al inédito contexto de violencia que enfrenta el país, mismas que se encuentran articuladas, sobre todo, a aquella que está asociada al crimen organizado.


El libro que el lector tiene en sus manos plantea asimismo la necesidad de investigar otros mecanismos concomitantes con la violencia que vive nuestra sociedad pues, en tanto que esta se impone como un problema complejo, exige modelos de análisis también complejos.


En ese sentido versa el capítulo escrito por Mario Luis Fuentes quien, con base en un análisis documental, presenta un estado del arte sobre las violencias en México para el periodo 2007 a 2020 con el fin de dar cuenta de que el país se encuentra inundado por múltiples y numerosas violencias, más allá de la asociada al crimen organizado y la llamada «guerra contra el narcotráfico». Este capítulo propone una tipología de violencias para el caso mexicano a partir de la cual identifica numerosas violencias de naturaleza radicalmente distinta y que, al igual que la criminal, han tenido tendencias alarmantemente crecientes durante los últimos veinte años, por ejemplo, los feminicidios o los suicidios. Este capítulo muestra que la idea de violencia por parte del Estado mexicano ha determinado su abordaje desde las políticas públicas y con ello, posiblemente también sus dinámicas e incidencia durante los últimos tres lustros.


Este libro busca, también, proponer nuevas rutas teóricas, analíticas y metodológicas a partir de las cuales sea posible repensar todas las violencias y sus múltiples aristas, a fin de visibilizar sus impactos diferenciados en la población dependiendo de aspectos como el grupo de edad al que se pertenece o el territorio en el que se habita.


Así, en el capítulo escrito por Carmina Jasso sobre mujeres desaparecidas en México, se subraya que el no reconocimiento oficial de los feminicidios ha derivado en que la mujer quede desparecida desde los códigos legales hasta los ministerios públicos y las fuerzas del orden. Este análisis profundiza en las desigualdades y asimetrías de género anclándose en el debate, desde la perspectiva de género, de lo que implica desaparecer. Asimismo, la autora expone, desde una aproximación cualitativa, la respuesta de la sociedad ante este problema social, las manifestaciones y representaciones construidas y en contraparte, las acciones gubernamentales frente a esta problemática que impacta directamente en miles de familias, así como en el imaginario y calidad de vida de las mujeres ante el latente riesgo de desaparecer en este país.


Mauricio Padrón y Miguel Ángel Gutiérrez también abordan la violencia que afecta a un grupo de población especialmente vulnerable: las niñas, niños y adolescentes. A partir de una aproximación teórica-analítica, los autores muestran que existe una interdependencia y una estrecha correlación entre los fenómenos de pobreza, vulnerabilidad y violencia, destacando que no necesariamente las políticas públicas, dirigidas a este grupo de población asumen esta relación y sus interacciones en la vida cotidiana de las personas.


Respecto de las violencias que se viven en cada entidad federativa, aquí se presentan tres casos lamentablemente emblemáticos: Guerrero (uno de ellos con una aproximación particular a Acapulco), Baja California (específicamente su capital, Tijuana) y Sonora. Son dos los capítulos que abordan el caso de una de las entidades del país que más ha sido vapuleada por la violencia criminal en los últimos dos lustros: Guerrero. En ambos se muestra como coinciden, a nivel territorial, altos niveles de incidencia en pobreza y de violencia y altos índices de desigualdad. Pierre A. Delice, autor de uno de los capítulos sobre Guerrero, plantea la importancia de incorporar en los análisis sobre las violencias dimensiones como la falta de cohesión social, la pobreza, la inefectividad del gobierno, la falta de transparencia, la corrupción y el alto nivel de desempleo como principales factores asociados con la violencia en esa entidad federativa.


Estos capítulos también contribuyen al debate sobre el uso de métodos mixtos para realizar investigaciones o comprobar hipótesis sobre violencia en contextos o situaciones de alto riesgo: en ambos se usan métodos cualitativos y cuantitativos, con lo que contribuyen a una aproximación más fina al fenómeno de la violencia en esta entidad.


Curtis Huffman y Delfino Vargas, autores del otro capítulo sobre Guerrero, plantean que es posible iniciar un esfuerzo de política pública que ayude a controlar o reducir los niveles de violencia en el estado a partir de un esfuerzo de redistribución del ingreso. Este planteamiento parte de la hipótesis de que con un ingreso que permita a las personas acceder a los satisfactores necesarios para elevar su estándar de vida es posible reducir la desigualdad y pobreza, y con ello, posiblemente, también la violencia.


El trabajo de Javiera Donoso y Jesús Guerrero presenta los resultados de una investigación sobre la relevancia que tiene el diseño urbano en la violencia en Acapulco, uno de los puertos turísticos de Guerrero y el país más importantes a nivel nacional e internacional. Este capítulo muestra cómo en Acapulco los procesos de segregación y marginalidad derivados de su diseño urbano generan una integración cultural diferenciada que propicia la atomización y porosidad, tanto urbana como social, dejando amplios espacios simbólicos para el surgimiento, reproducción y consolidación de la violencia criminal. Los autores concluyen que el diseño urbano desigual se convierte en un elemento clave de análisis y reflexión, como también en un factor fundamental para cartografiar la violencia y cómo ésta se mueve dentro de esta urbe.


Sobre el caso de Tijuana, Baja California, Zulia Orozco muestra que el secuestro en esta ciudad ha tenido una huella profunda en el espacio social; a partir de una metodología basada en el método mixto, da cuenta de la compleja correlación entre secuestro y su entorno urbano a través de un análisis integral de aquellos delitos relacionados a la privación de la libertad y su relación con la pobreza.


Por su parte, el artículo de Nohora Niño presenta un panorama general de los procesos de movilidad humana en la que los niños, niñas y adolescentes participan en el estado de Sonora, desde la consideración de la conexión que estas movilidades tienen con las condiciones sociales dentro del territorio convirtiéndose en entornos violentos y difíciles para sus horizontes de vida.


Esta obra incluye también una visión desde un enfoque geo-espacial para explicar la interacción entre la pobreza, la desigualdad y la violencia. De acuerdo con el análisis que presenta Servando Valdés, es posible identificar una relación entre estos tres aspectos que se encuentran vinculados entre sí y, en conjunto, se configuran como una relación compleja.


En el mismo sentido en el que se plantean los apartados anteriores, el capítulo de Delfino Vargas busca una explicación de los posibles mecanismos asociados con la vulnerabilidad social de las personas a través de la percepción de la violencia, la cohesión social, la confianza y el desempeño de las instituciones, así como otros factores como la pobreza, la desigualdad, el desempleo y el ingreso, elementos que el autor identifica como algunos de los riesgos sociales asociados con esta vulnerabilidad. El autor concluye que la ausencia de un Estado de derecho y la falta de instituciones democráticas va en decremento de la cohesión social y las confianza y desempeño de las instituciones. Asimismo, plantea que existen factores contextuales en la explicación de la vulnerabilidad tales como la pobreza extrema, el ingreso, el coeficiente de Gini y la tasa de desocupación, factores que, de acuerdo con el autor, completan la explicación causal de la violencia y que guardan relación con la percepción de la vulnerabilidad.


Desde otra perspectiva, se incluye un análisis sobre un caso que podría denominarse como contraejemplo de lo anterior: el caso de Guanajuato; su autor, Saúl Arellano, no encuentra evidencia de tal relación en esta entidad federativa, en la que ha habido mayor crecimiento económico y mayor mejora, en general, de las condiciones de vida de la población durante los últimos años, y al mismo tiempo un inédito y acelerado incremento de la violencia criminal hasta convertirse hoy en la entidad federativa con una de las tasas más altas de homicidio doloso en todo el país. El autor concluye que existen factores que deben comenzar a explorarse como elementos explicativos de los niveles y dinámicas de violencias que se observan en Guanajuato, tales como la corrupción, la penetración del crimen organizado en corporaciones policiacas y de procuración de justicia, los procesos y mecanismos de «lavado de dinero» y la participación del «dinero sucio» en actividades como el turismo o la construcción; así como factores como la migración regular e irregular hacia los Estados Unidos de América (EUA), el envío masivo de remesas familiares y, de la mano de ello, una gigantesca masa de recursos económicos en circulación cotidiana en todo el estado.


Quienes coordinamos este esfuerzo editorial agradecemos a todas y todos los investigadores que generosamente contribuyeron con sus análisis. Esperamos que esta obra resulte de interés para quienes buscan adentrarse al análisis de las violencias en México y, sobre todo, que les permita construir nuevas preguntas y nuevas hipótesis que contribuyan a comprender mejor la complejidad de las violencias que inundan a nuestro país, y con ello a la construcción de mejores rutas para poder enfrentarle de formas más comprensivas y eficaces.




Capítulo 1. El conocimiento en torno a las violencias en México: Un análisis de aproximación al periodo 2007 - 20201


Mario Luis Fuentes2


Resumen


Este capítulo tiene el propósito de visibilizar la amplia diversidad de marcos teóricos y conceptuales a partir de los cuales se ha estudiado y abordado a las violencias en México en los últimos años, así como presentar una síntesis y sistematización de algunos de los trabajos empíricos más relevantes en torno a diversas violencias, además de la asociada con el crimen organizado. Es resultado de una revisión del estado conocimiento generado entre 2007 y 2020 en torno a las violencias en México con base en una propuesta de tipología que, de forma explícita, considera la complejidad del concepto de violencia y la diversidad, complejidad y simultaneidad de los distintos fenómenos que este abarca. El capítulo constituye una evaluación de este estado de conocimiento, con lo cual contribuye al proceso de aportar evidencia que permita considerar a las violencias como parte de la cuestión social contemporánea. Su conclusión principal es que, en México las violencias, al ser parte de la estructura social son problemas sociales, más allá de su reconocimiento jurídico y penal, sobre los que se cuenta con una importante cantidad de conocimiento generado cuya revisión, evaluación y análisis es indispensable para la construcción de mejores políticas públicas para enfrentarles.


Introducción


El presente análisis parte de la hipótesis de que, durante la última década en México, la mayor parte del debate público y la atención gubernamental centró en la violencia asociada al crimen organizado. Otras violencias, pese a que tuvieron incrementos preocupantes, no tuvieron la misma visibilidad.


No obstante que en el debate público predominó la discusión en torno a aquellas violencias asociadas a la seguridad pública, este trabajo documenta la existencia de otras perspectivas de análisis, lo cual muestra que otras violencias no tuvieron la misma relevancia tanto en la discusión como en las políticas públicas.


Este trabajo se propone llevar a cabo una revisión del estado de conocimiento sobre las violencias en México construido durante los últimos años, específicamente entre 20073 y 2020 y con ello dar cuenta de que distintas violencias, además de la criminal y específicamente aquella asociada con el crimen organizado, han sido abordadas desde diversos marcos teóricos y conceptuales. Asimismo, se busca mostrar que incluso la violencia criminal ha sido explicada e interpretada desde tesis distintas a la que prevalece en el trasfondo de la política de seguridad pública de la actual y los pasados gobiernos federales.


A partir de lo anterior se construye una síntesis y sistematización de algunos de los trabajos empíricos más relevantes en torno a diversas violencias, organizándolos con base en una propuesta de tipología propuesta por el autor en 2018 y desarrollada y revisada en un trabajo posterior (Fuentes, 2019), así como en el presente documento.


El análisis que se presenta en este texto consta de tres apartados; el primero de ellos desarrolla el planteamiento en torno a la necesidad de visibilizar que las violencias son fenómenos diversos, múltiples y simultáneos, que cruzan las fronteras entre la legalidad y la ilegalidad. Para hacerlo se parte de la clasificación de las violencias desarrollada por Johan Galtung, debido a su amplia aceptación a pesar de las dificultades conceptuales que implica,4 que se complementa por la propuesta de Pierre Bourdieu y Loïc Waqcuant respecto de la violencia simbólica.


Con base en lo planteado en el primer apartado, el segundo discute en torno a la complejidad que implica definir y medir a las violencias en México, particularmente en el contexto de la toma de decisiones gubernamentales y en el de la generación de información oficial estadística. Para esto se lleva a cabo un análisis de las fuentes estadísticas oficiales disponibles sobre lo que, desde la perspectiva planteada en el primer apartado, puede considerarse como violencia, desde la consideración de que esto es expresión de la visión gubernamental prevaleciente en torno a la violencia en México.


Finalmente, el tercer apartado, y con base en la tipología presentada en este trabajo – con antecedentes en Fuentes (2019) y Fuentes (2020) – se presenta una revisión del estado del conocimiento en torno a distintas violencias identificadas en el país durante los últimos trece años. Se lleva a cabo una evaluación de este estado de conocimiento desde una perspectiva en la que se plantea que, independientemente de que su carácter sea o no criminal, estas forman parte de la estructura social, por lo que requieren ser consideradas como parte de la cuestión social, es decir, como problemas sociales que, como tales, precisan ser asumidos como problemas públicos y políticas sociales para enfrentarlos.


Este capítulo busca contribuir a una mejor comprensión de las violencias que asolan a México y con ello en la construcción de rutas que permitan enfrentar de mejor forma fenómenos que todos los días arriesgan la posibilidad de construir un proyecto de humanidad compartida.


Metodología


Para la elaboración del segundo apartado, se llevó a cabo una revisión en Internet de las fuentes oficiales de información estadística relativa a alguna de las violencias identificadas en la tipología propuesta y desarrollada en el primer apartado. Respecto del análisis llevado a cabo en el apartado tres, este se realizó a partir de una revisión bibliográfica y posterior sistematización de alrededor de quinientos documentos: libros y artículos académicos; informes de las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) y de algunos organismos gubernamentales seleccionados, cuyo tema central de análisis era la violencia adjetivada de diferentes formas. La búsqueda se realizó a través de la herramienta descubridor de información de la Dirección General de Bibliotecas y Servicios Digitales de Información de la UNAM. Este universo de documentos resultó muy amplio y diverso, por lo que se descartaron análisis en los que la violencia se abordaba como tema secundario, complementario o contextual, y en ese sentido es necesario considerar que las violencias han sido analizadas desde muchas más disciplinas, enfoques y perspectivas que las aquí planteadas.


Desarrollo


El estudio e investigación en torno a las violencias constituye un desafío mayor. Aquí se plantea la necesidad de hablar de ellas en plural en tanto que se reconocen como fenómenos diversos, múltiples y simultáneos que inciden entre sí.


En México, su discusión pública durante los últimos años se ha articulado a lo que establecen los códigos penales y el marco jurídico, lo que explica que gran parte de la discusión en el ámbito gubernamental haya estado dirigida a la incorporación de cada vez más delitos a los códigos existentes y al incremento de los años de las penas carcelarias por ciertos delitos considerados particularmente graves.


Sin embargo, puede afirmarse que existen muchas otras violencias, como el castigo corporal o humillante como forma de corrección en la infancia o múltiples violencias de género, que al no estar consideradas como delitos en los códigos penales adquieren una dimensión distinta tanto en la agenda pública como en la gubernamental. Sorprende que, por ejemplo, en el caso del castigo corporal hacia niñas y niños, no haya sido sino hasta hace algunos meses haya sido incorporada en la legislación nacional su prohibición5.


Por ello la importancia de reconocer que las violencias existen más allá de que sean o no tipificadas como delitos y que, en ese sentido, constituyen también problemas sociales que afectan e impactan a la sociedad y a los sujetos de múltiples formas.


I. Las violencias en México



La violencia asociada con el crimen organizado y el complejo entramado de actores, intereses, tendencias y dinámicas que se han articulado en torno a ella durante los últimos años ha ganado atención como objeto de estudio por parte de cada vez más especialistas y centros de investigación académicos y de organizaciones de la sociedad civil (mexicanos y extranjeros),6 así como de distintos organismos internacionales.


Este auge responde a las dimensiones que han alcanzado en México aquellas violencias surgidas, potenciadas7 o que se han expandido en numerosas partes del territorio nacional a partir de 2007 (Fuentes, Hernández & Puga, 2020), cuando el entonces presidente Felipe Calderón inició lo que planteó como una «guerra» que, durante casi tres lustros, se ha traducido en barbaries hasta hace algunos años inimaginables: homicidios intencionales o dolosos que suman ya cientos de miles (alrededor de 216 mil en la última década, uno cada 23 minutos, en promedio); la desaparición de más de 77 mil personas incluyendo a cerca de 13 mil niñas y niños (Secretaría de Gobernación «SEGOB», 9 de octubre 2020; Red por los Derechos de la Infancia en Mexico «REDIM», 22 de julio 2020); masacres que han cobrado la vida de miles de víctimas; alrededor de 4 mil cien fosas clandestinas en prácticamente todas las entidades federativas en las que yacen cientos de miles de restos humanos sin identificar que se suman a los cerca de 200 mil que ya han sido recuperados pero se encuentran en morgues, el Servicio Médico Forense (SEMEFO) o tráileres, literalmente, amontonados en el contexto de una crisis forense nacional sin precedentes (Turati, 2020).


No cabe duda de que lo que el país enfrenta es una espiral incontenible de criminalidad que, hoy se sabe8, no sólo implica la participación de grupos delictivos sino también de estructuras gubernamentales, organizaciones paraestatales y actores privados e incluso empresariales (Pereyra, 2012; Aguayo, 2016; Correa-Cabrera, 2017; Guerrero, 1 de abril de 2018; Vázquez, 2019; Ley & Trejo, 2020)


Sin embargo, a la par del incremento de estas violencias que guardan una relación directa con el crimen organizado, también se han incrementado otras que desde hace décadas se encuentran enquistadas en el espacio social9 y sus distintas estructuras de socialización10 en las que los sujetos interactúan y se relacionan entre sí: los hogares; las escuelas y los espacios de trabajo; el espacio público en general, las calles, avenidas, paraderos de autobuses y plazas públicas (Fuentes, 2020).


Se trata de violencias que se articulan en torno a lógicas distintas a las que subyacen a la violencia asociada al crimen organizado, pero que como ésta han tenido incrementos sin precedentes durante la última década, como es el caso de algunas formas de robo,11 la violencia familiar, los feminicidios, los linchamientos o los suicidios. De forma que, la noción de otras violencias se plantea aquí en el sentido en que lo hacen Giménez & Jiménez (2017) cuando señalan que “no existe la violencia en abstracto ni como concepto unívoco, porque se trata de un fenómeno complejo, heterogéneo y pluridimensional difícil de atrapar en un solo concepto” (p. 10).


En trabajos anteriores (Fuentes (2019) y Fuentes (2020)) se planteó ya la necesidad de hablar de violencias, en plural, a fin de dar visibilidad a todas y cada una de ellas, pero, sobre todo, señalarlas como un complejo conjunto de fenómenos que interactúan entre sí y que, de alguna u otra forma, inciden en su existencia de forma mutua.12 En ambos trabajos se propone una tipología con cuatro tipos de violencia construida a partir de la revisión exhaustiva de la información estadística oficial disponible para cada año. En la tipología de 2019 se incluyeron algunas violencias en cada una de las cuatro clasificaciones propuestas13 que no estaban contempladas en la propuesta de 2018.


Reconociendo que en los trabajos anteriores no incorporaron un marco teórico y conceptual, en el presente trabajo se plantea una propuesta basada en la clasificación de las violencias desarrollada por Johan Galtung14, uno de los referentes contemporáneos fundamentales en el estudio de la violencia, la paz y los conflictos sociales, la observa como un conjunto de fenómenos imbricados entre sí. De acuerdo con este sociólogo, existen tres grandes tipos de violencia en la sociedad:


• Violencia estructural: Una estructura, recuerda Galtung, es un conjunto de sistemas en el que dos o más actores interactúan, por ello la violencia estructural tiene que ver con la desigualdad social, la inequitativa distribución del poder, la pobreza, la discriminación, la exclusión social, la impunidad, la precariedad económica, las malas condiciones laborales, entre otras (Galtung, 1 de septiembre de 1969).


•Violencia cultural: Aquellos aspectos de la cultura expresados en la religión, la ideología, el lenguaje, el arte, la ciencia empírica y la formal que son utilizados para justificar o legitimar la violencia directa o la estructural (Galtung, 1 de agosto de 1990).


•Violencia directa: Expresión física de la violencia como golpes, maltrato, asesinato, violación (Galtung, 2004).


Galtung (2004) afirma que estas tres formas de violencia conforman un «triángulo de las violencias» (figura 1) en tanto que existe interacción entre ellas; las primeras dos son invisibles mientras que la tercera es visible. Esta interacción, señala él, tiene que ver con el hecho de que si bien la violencia es propiciada por aspectos de la naturaleza humana ésta es circunstancial en función de la cultura y la estructura; de ahí que la violencia cultural y estructural constituyan la base causal de la violencia directa, que a su vez refuerza la violencia estructural y cultural.




Figura 1. Triángulo de las violencias de Galtung
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Fuente: Galtung (2004, p.3)





Por otra parte, de forma complementaria, se retoma la propuesta de Pierre Bourdieu y Loïc Waqcuant cuando plantean la existencia de una forma adicional de violencia que es la simbólica, al considerarse que bajo esta forma pueden identificarse diversas expresiones de violencia que hoy en día se observan en México. Los autores plantean que:




La violencia es simbólica en el sentido de que la relación de dominación ejercida es tal que el grupo que es la “víctima” no puede forjar categorías para pensar en la violencia que sufre. La violencia simbólica se ejerce con complicidad, involuntaria, del agente social que ignora el origen de la relación de dominación a la que él se somete”. (Bourdieu & Wacquant, p. 1992).





En otro de sus libros, Bourdieu señala que “la dominación simbólica (esta es una forma en que la denomina) se basa en la ignorancia y, por lo tanto, en el no reconocimiento de los principios en cuyo nombre se ejerce” (Bourdieu, 1998, p. 187).


Los planteamientos teóricos de Galtung, Bourdieu y Wacquant se consideran aquí complementarios y también compatibles como marco categorial de la clasificación y agrupación de los numerosos tipos de violencia que se señalan en la tipología propuesta en este trabajo. Como todo esfuerzo por definir y clasificar, se trata de propuestas que presentan limitantes; de forma particular, se identifica la posibilidad de que ciertas violencias que podrían denominarse endémicas de México puedan parecer forzadas a caber en las clasificaciones de estos autores (como distintas formas de violencia expresada a través de expresiones de tipo cultural), sin embargo, cumplen su función como marcadores que nos permiten identificarlas en distintos niveles y ámbitos, de ahí que algunas formas de violencia puedan observarse en más de un tipo de violencia, como la discriminación.


Con lo anterior en consideración, este texto busca visibilizar la amplia diversidad de marcos teóricos y conceptuales a partir de los cuales se ha estudiado y abordado a las violencias en México durante los últimos años, así como presentar una síntesis y sistematización de algunos de los trabajos empíricos más relevantes en torno a violencias diversas, además de la asociada con el crimen organizado, organizándolos con base en una propuesta de tipología que se ha venido desarrollando desde el 2018 para el análisis de las violencias en el país con el propósito de dar visibilidad a cada una y poder contar con un instrumento que permita, posteriormente, identificar e indagar en torno a posibles vínculos e interacciones entre ellas (tabla 1).




Tabla 1. Una propuesta de tipología de las violencias para México
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Fuente: Elaboración propia, (2021).





La tabla 1 permite visibilizar el amplio espectro de fenómenos que ocurren en México y que pueden considerarse como violencias, reconocer tal complejidad es requisito indispensable para una mejor aproximación a cada una de ellas y con ello poder contribuir en la construcción de políticas públicas capaces de iniciar el proceso de reconciliación que demanda el país.


II. La complejidad de definir y medir a las violencias


La definición de lo que es violencia y lo que no, constituye uno de los temas más complejos de las ciencias sociales. A lo largo del tiempo se ha asumido que las únicas violencias de las que debe encargarse el Estado son aquellas que están tipificadas como delitos en los códigos penales, es decir, si no están definidas en estos marcos jurídicos, no desatan la respuesta pública. De ahí que en los últimos años ha prevalecido una visión de incrementar el número de delitos que se considera deben ser castigados con penas cada vez más severas.


Dicho esto, este texto aborda las violencias que se han asumido como delitos y las que no, y hace un esfuerzo por desarrollar un estado de conocimiento en torno a la información que se ha generado a fin de establecer registros de sus magnitudes.


Asimismo, este texto también aborda la forma en que cada gobierno en turno ha asumido la violencia y los instrumentos y mecanismos mediante los cuales decide actuar ante ella, entre otros: marcos jurídicos (a nivel federal y estatal); creación de instituciones (en los tres órdenes y niveles de gobierno); políticas públicas y la definición de indicadores de medición o estimación de las violencias. Piénsese, por ejemplo, en la institución que hoy por hoy y desde 1995, cuando fue creada, es el referente de los gobiernos federal y estatales en el registro de lo que se denomina “incidencia delictiva” (que abarca delitos asociados tanto al crimen organizado como a la delincuencia común) y con base en la cual miden el éxito de su estrategia, a saber, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNP).


En este sentido, existen violencias cuya “medición” o registro escapa a las instituciones, ya sea por la poca disposición a denunciar lo cual se traduce en cada vez mayores niveles de «cifra negra»17 o porque, debido a fallas en la legislación y en los protocolos de atención a víctimas y denunciantes, simplemente no proceden en tanto que no coinciden con la tipificación de ninguna actividad delictiva. Desafortunadamente sobran ejemplos: tocamientos en el transporte público; agresiones que, aunque causan lesiones, éstas no son lo suficientemente graves como para interponer una denuncia por «agresiones» o «lesiones»; correcciones que implican violencia física hacia hijas e hijos por parte de sus padres o tutores; entre muchas otras.


Asimismo, existe y se incrementa una violencia simbólica expresada a través de un lenguaje altisonante y un trato discriminatorio en todos los espacios de socialización, de las casas a las calles mediante el lenguaje y prácticas cotidianas. Esta es una violencia que no ha llegado siquiera a formar parte de las prioridades gubernamentales, pero que constituye un proceso que erosiona las relaciones entre los sujetos y entre estos y las instituciones, así como el lazo social que es, ni más ni menos, el fundamento de la cohesión social a cuya ausencia se ha vinculado el haber llegado a extremos infames de la violencia homicida que no sólo busca aniquilar, sino ultrajar y vejar más allá de toda lógica.


De tal forma que los gobiernos enfrentan un desafío mayor: ¿qué es lo que sí es violencia y qué no?, ¿es posible discriminar alguna?, ¿es posible enfrentar una violencia tan atroz como la asociada al crimen organizado sin enfrentar a aquella simbólica que se ve todos los días en las calles? Son preguntas frente a las que no puede haber respuestas rápidas.


Como se señaló al inicio, conocer los esfuerzos gubernamentales para definir y medir a las violencias constituye uno de los principales intereses de esta investigación, pues son resultado de la forma en que, un determinado gobierno asume la problemática de las violencias (y el que suele ser su correlato: la seguridad pública), la define, busca medirla y, en última instancia, enfrentarla. Por ello, un aspecto a considerar, en primer lugar, es la forma en que los distintos esfuerzos y políticas públicas relacionados con las violencias y su combate han sido entendidos, definidos y medidos o estimados durante los últimos años.


Lo anterior resulta relevante porque permite hacer visibles problemáticas que a primera vista se ocultan y que tienen implicaciones graves en términos de política pública, por ejemplo: dividir a la violencia según su expresión, ya sea física, sexual o psicológica, cuando resulta evidente que es altamente probable que cada una conlleve a la otra; o reducir la violencia a su vertiente criminal, cuando muchas de ellas conviven de forma cotidiana con violencias que no están tipificadas como delitos.


De forma que, lo que aquí se propone, es un primer esquema de aproximación a los esfuerzos que ha habido de definición y medición de las violencias desde la arquitectura institucional en México a lo largo de los últimos treinta años y que, pese al cambio de las administraciones federales, se han mantenido. Este análisis propone una perspectiva crítica de los esfuerzos de definición y medición que han surgido de una intencionalidad gubernamental clara para configurarse como tales (específicamente el SESNSP y la Procuraduría General de la República «PGR», hoy Fiscalía General de la República «FGR»), en ese sentido, lo que se llevó a cabo fue una búsqueda y sistematización de la información que en todo el conjunto de la Administración Pública Federal (APF) (centralizada y no centralizada) se encuentra al día de hoy disponible y que registra información relativa a los fenómenos de las violencias.


La centralización en la práctica del sector público mexicano moviliza el flujo de información hacia el nivel federal. Dada la estructura de la Administración Pública en México, se puede realizar una primera clasificación de instituciones que generan información sobre violencias entre las que pertenecen a la Administración Pública Centralizada (APC) y, por otro lado, los que se encuentran en la Administración Pública Descentralizada (APD) o son Órganos Constitucionales Autónomos (OCA).


A partir de lo anterior, lo que aquí se propone es evidenciar que el problema con la información estadística oficial relativa a las violencias va mucho más allá de, por ejemplo, la controversia que año con año se hace evidente entre las cifras de homicidios que registra, por un lado el SESNSP y por otro el INEGI, a partir de fuentes completamente distintas, pues, de hecho, se están dejando afuera fuentes de información que ofrecen datos igualmente distintos que son recolectados a través de insumos que podrían resultar más cercanos a la dimensión real del fenómeno, pero que son muy poco tomados en cuenta, particularmente los que registran, mediante distintos instrumentos, tanto la Secretaría de Salud (SSA) como la Secretaría de Educación Pública (SEP) (figura 2).




Figura 2. Fuentes de información estadística oficial sobre violencias consultadas18
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Fuente: Elaboración propia, (2021).





La relevancia de esta diferenciación reside en el origen del mandato: para el primer caso las órdenes corresponden al núcleo del gobierno en turno, esto es, a los Poderes de la Unión y los Secretarios de Estado; en el segundo caso los orígenes son diversos e incluyen las instituciones autónomas. Esta clasificación también incide en su forma de generar información.


Reconocer la amplitud y diversidad de la información estadística oficial disponible en torno a las violencias resulta indispensable para construir nuevas miradas y nuevas preguntas en torno a las magnitudes, dimensiones y expresiones que las violencias han tenido en el país durante los últimos años, al respecto es necesario reconocer que si bien 2008 es un año que obligadamente requiere constituirse como referente, resulta indispensable llevar el análisis a años previos asumiendo que lo que hoy observamos tiene que ver con cuestiones históricas, sociales e institucionales que datan de muchos años atrás. Este análisis no profundizará en torno a ellas, pero sí dará cuenta de ellas a manera de aproximación.


La medición de las violencias constituye una tarea tan compleja como el fenómeno en sí mismo; tiene que recordarse que se trata de uno multicausal, indivisible, endémico y cambiante. Las investigaciones que se han realizado sobre las violencias en México son numerosas y de múltiples enfoques.


Así, se identificó como fuentes de la APC: al SESNSP; la FGR; la Comisión Nacional de Búsqueda (CNB) de la SEGOB; la SSA y la SEP. En el grupo de la APD y los OCA se identificaron al INEGI, desde luego, así como al Instituto Mexicano de la Juventud (IMJUVE), el Instituto Nacional de Psiquiatría Ramón de la Fuente (INPRF), el Instituto Nacional de Mujeres (INMUJERES), la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) y el Instituto Nacional de Salud Pública (INSP). En la tabla 2 se enlistan las principales características normativas de las instituciones mencionadas.




Tabla 2. Características normativas de las instituciones públicas generadoras de información sobre violencias
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Fuente: Elaboración propia con base en DOF, (15 de agosto de 2019); Cámara de Diputados, (25 de junio de 2018); CNDH, (25 de junio de 2018); DOF, (26 de octubre de 2009); Cámara de Diputados, (17 de noviembre de 2017); Cámara de Diputados, (2 de abrilde 2015); DOF, (14de diciembre de 2018); Cámara de Diputados, (20 de mayo de 2021); SsSa (2002), SEP (2015), INPRF, (2017) y el INSP, (s.f.).





Por lo anterior, es fundamental reconocer que las violencias tienen múltiples huellas. El investigador de lo social, en cualquiera de las vertientes metodológicas a las que se adscriba, necesita ampliar su rastreo hacia indicadores más allá de aquellos construidos desde una perspectiva de seguridad pública basada en el registro de delitos denunciados y víctimas identificadas, e incluso las estadísticas del sector salud, lo cual, además, permitiría avanzar en la superación de problemas de subregistro y registro anómalo para algunas causas de defunción como los homicidios o los suicidios que, por la forma, los contextos y causas por las que ocurren, implican una alta dificultad de registrarse correctamente (Hernández-Bringas & Flores-Arenales, 2011; México Evalúa, 2020).


En este sentido, se plantea la necesidad de construir nuevos y mejores indicadores, y también nuevas y mejores aproximaciones metodológicas a fin de lograr una mejor observación de la complejidad de las violencias con las particularidades propias del espacio físico y simbólico en los que ocurren.


III. Estado del conocimiento en torno a las violencias en México



Este apartado tiene el objetivo principal de realizar una síntesis y evaluación de los principales trabajos empíricos en torno a las violencias en México a partir de la tipología planteada en el primer apartado, la cual, a su vez, parte del reconocimiento de que las violencias que han prevalecido en el debate y las políticas públicas son aquellas que se encuentran tipificadas como delitos.


Antes se señaló que los esfuerzos realizados para la generación de conocimiento durante los últimos 13 años (2007 – 2020) han sido especialmente numerosos en lo que a la violencia asociada al crimen organizado se refiere, particularmente son numerosos los informes auspiciados por OSC y centros de investigación académicos.


A continuación, se presenta una síntesis y sistematización de los aportes que se identificaron en dos secciones, la primera dedicada a la violencia asociada al crimen organizado y la segunda a las otras violencias. Se consideró pertinente hacer esta separación en tanto que el volumen de la información sobre la violencia asociada al crimen organizado es mayor que el de las otras violencias y también porque, como ya se observó en la tabla sobre su tipología, dentro de las otras violencias se consideran algunas que típicamente se asocian con el crimen organizado aunque también pueden responder a lógicas y motivos distintos, por ejemplo, algunos homicidios – especialmente los que ocurren en los ámbitos privados – o la trata de personas, que si bien se encuentra tipificada como un delito de la delincuencia organizada, puede cometerse bajo otras estructuras y formas de organización que no necesariamente se encuentran articulados bajo lógicas que no tienen que ver con el crimen organizado (Requena, Giménez-Salinas & Espinosa, 2012; Hurtado & Iranzo, 2015; Fuentes, Hernández & Alcay, 2018).


Violencia asociada al crimen organizado


Desde 200720 distintas violencias derivadas del actuar del crimen organizado, sobre todo aquél dedicado al tráfico de drogas, así como de las distintas estrategias gubernamentales implementadas para «enfrentarles» se han expandido21 a lo largo de todo el territorio mexicano. A la par, ha existido un creciente desarrollo de investigaciones realizadas tanto por académicos, sociedad civil y organismos internacionales, mexicanos y extranjeros, en torno a estas violencias.


Prácticamente todas ellas explican que esta explosión de violencias tiene su origen en una estrategia fallida, basada en un diagnóstico equivocado (Pérez-Taylor, 2017) puesta en marcha por el entonces Ejecutivo Federal (si bien son diversos los factores que han sido señalados como origen de las mismas) al haber declarado en diciembre de 2006 una “Guerra contra el crimen organizado” articulada en la captura, encarcelamiento o abatimiento de jefes criminales con una cada vez mayor militarización de las tareas de seguridad, lo que, en última instancia, ha derivado en un proceso de fragmentación de los principales cárteles y a partir de ello en múltiples pugnas y conflictos intra e inter cárteles (Institute for Economics & Peace «IEP», 2020).


Análisis como el de Aguayo (2016), documentan que las disputas entre cárteles o grupos criminales que en ciertas coyunturas fueron ganando poder en determinado territorio (como los Zetas en el norte de Coahuila o de Nuevo León, en medio de una disputa entre el Cártel de Sinaloa y el del Golfo) constituyen un factor que podría explicar la expansión y dimensiones de la violencia criminal que ha afectado con especial dureza al norte de esas entidades federativas. Aguayo y Dayán (2016) así como Vázquez (2019) y el Observatorio sobre Desaparición e Impunidad (Payne, Ansolabehere & Frey, 2017) señalan la existencia de redes de colaboración y negociación que han permitido operar a niveles macro a estructuras criminales, pero en las que también participan estructuras políticas y empresariales. Vázquez (2019) las denomina “redes de macrocriminalidad”, mismas que, plantea, han permitido la «captura del Estado por parte de poderes fácticos».


En este sentido, vale la pena señalar que a estos trabajos subyace la hipótesis de que estos grupos funcionan como empresas criminales. Es necesario ampliar esta hipótesis a fin de documentar lo que la evidencia empieza a mostrar, y esto es que existe una amplia diversidad de actividades que estas a las que algunos denominan pseudo empresas criminales están realizando a fin de tener el mayor beneficio económico posible, de tal forma que su cartera de delitos es amplia: del tráfico de todo (desde drogas hasta especies animales exóticas), la trata de personas y la explotación de seres humanos, la venta de protección, la extorsión, la apropiación de actividades rentables, la toma de fábricas o ranchos hasta la protección de poblaciones claves.


Al respecto, destaca lo señalado por Ley y Trejo (2020) respecto de la existencia de una “zona gris de la criminalidad”, en la que el Estado y el crimen confluyen, y en la que existe un grupo de “especialistas estatales en violencia” (funcionarios corruptos de las áreas de seguridad, inteligencia y procuración e impartición de justicia) que coexiste con grupos delincuenciales, “lo que da lugar a un ecosistema en el que los grupos del crimen organizado viven, crecen y se reproducen” (Ley & Trejo, 2020, p. 9).


Ley y Trejo (2020) aportan evidencia de gran relevancia respecto de los contextos políticos, económicos y sociales en los que lo anterior se hace posible; evidencia que les permite sostener, por ejemplo, que esta zona gris aparece comúnmente en regímenes autoritarios y su operación persiste cuando ocurren transiciones superficiales en el plano de la democracia electoral, pues las élites fracasan en reformar el aparato de seguridad y el sistema judicial (Guerrero, 5 octubre 2020).


Asimismo, los autores ponen en evidencia que las relaciones del Estado con las organizaciones criminales no son de suma cero, sino que coinciden y negocian, lo cual puede ser el resultado de una transición minimalista a la democracia. Asimismo, ponen en duda la hipótesis de la falta de coordinación entre el gobierno federal y los gobiernos estatales para entender por qué la violencia criminal asociada al crimen organizado, después de la estrategia implementada por el gobierno federal de 2006 a 2012, contrario a reducirse, se incrementó en seis veces. Contra la hipótesis de la coordinación, los autores proponen como alternativa una perspectiva estratégica de la gobernanza y enuncian que el conflicto partidista intergubernamental, luego de las elecciones de 2006, condicionó la intervención gubernamental para reducir la violencia criminal (Ley & Trejo, 2020)22.


En México, en el marco de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada (LFCDO) (DOF, 7 de noviembre de 1996), el crimen organizado se entiende como la organización de facto de tres o más personas que de forma permanente o recurrente cometen crímenes. En términos generales, la LFCDO se refiere a los siguientes delitos: terrorismo, acopio y tráfico de armas, tráfico de personas, tráfico de órganos, trata de personas, secuestro, contrabando, robo de hidrocarburos, allanamiento de morada, asalto a toda una población y robo de vehículos. Los siguientes delitos refieren a menores de edad23 o personas que no pueden comprender el significado del hecho: corrupción de menores, pornografía de menores, turismo sexual y lenocinio. Se trata de una clasificación que requiere ser reformada en función del contexto de violencias actual (tabla 1).


En gran parte de la bibliografía localizada en torno a este fenómeno, esta violencia se denomina “violencia relacionada al tráfico de drogas” o “violencia relacionada con las drogas”, y son distintos los nombres con los que se ha identificado en la prensa y la investigación académica a estos grupos criminales: Organizaciones de Tráfico de Drogas (OTD) (Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente «ITESO» & Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos «CMDPDH», 2019); el más común Cárteles de las Drogas (CD); Organizaciones Criminales Transnacionales (OCT), en varios casos (Correa-Cabrera, 2017).


Esta violencia implica la comisión de otros delitos que se encuentre reconocidos, incluso, en instrumentos internacionales de derechos humanos, tales como tortura, así como tratos crueles y degradantes, y que incluso son considerados como delitos de lesa humanidad, lo que implicaría la necesidad y posibilidad de abordarlas desde otros paradigmas y marcos jurídicos.


Hay quienes apuntan a una variable económica en el centro de las relaciones y redes de negociación que podría explicar la explosión de la violencia criminal (Correa-Cabrera, 2017). Pereyra (2012) señala a la inestabilidad del mercado de drogas, y las «relaciones de poder» que condicionan la violencia actual empleada por «grupos ilegales de la droga» y la guerra contra el narcotráfico.


Al respecto, autores como (Vázquez, 2019) han señalado que el cambio de gobierno en ciertos municipios y entidades federativas han incidido en la «denotación» de violencia criminal en esos territorios, en tanto que implican la ruptura de pactos entre el poder político y el crimen organizado, lo cual tiene una de sus expresiones en la fractura del status quo que permite una «relativa» paz en esos territorios. Uno de los planteamientos más severos identificados en una reciente investigación auspiciada por la UCSD es el que apunta a las implicaciones en la configuración de las dinámicas del crimen organizado que tuvo la llamada “transición democrática” en la elección de todos los cargos de elección popular (UCSD, 2020).


Guerrero (1 de abril de 2018) habla de dos «olas de violencia» en el periodo transcurrido desde el inicio de la guerra contra el narcotráfico, la primera de ellas va de 2008 a 2011, periodo en el que comenzó a observarse un descenso en los homicidios dolosos; y la segunda de 2015 a la fecha, con un incremento de los mismos en ese primer año. Este investigador sintetiza cinco hipótesis que se han planteado, tanto por parte de autoridades como por parte de académicos y especialistas, como posibles explicaciones de la segunda ola de violencia (criminal) en México: (a) Nuevo sistema de justicia penal; (b) Incremento de consumo de opioides en EUA; (c) Mercados delictivos emergentes (actividades en las que participan las organizaciones de crimen organizado mexicanas, especialmente a partir de la fragmentación de los más importantes, otrora dominantes del mercado ilegal de drogas y del control territorial, lo que ha derivado en su diversificación e incursión en otros «giros delictivos», preponderantemente la extracción y venta ilegal de hidrocarburos - popularmente conocida como “huachicoleo”); (d) Alternancia política en el ámbito estatal; y (e) Ascenso del Cártel Jalisco Nuevo Generación (CJNG).


Para Guerrero (1 de abril de 2018) las últimas tres hipótesis son las que en mayor medida explican esta segunda ola de violencia. Un elemento que destaca y que constituye una de las vertientes de investigación que mayor luz podrían arrojar respecto del contexto de violencia criminal es la que se articula en torno a las implicaciones de la alternancia política en el ámbito estatal. Explica Guerrero que, al haber un fuerte componente autoritario en los gobiernos locales, estatales y federal en México, las condiciones para la colusión entre autoridades y criminales son propicias (lo cual Vázquez (2019) describirá bajo el concepto de “redes de macrocriminalidad” y Pereyra (2012) como “relaciones de poder”).


La relevancia de lo que plantea Guerrero radica en el sentido en que habla de una relación de fuerzas que va del Estado hacia el crimen organizado y no al revés, siendo el gobierno beneficiado, y entre los cuales se establece una «relación simbiótica» en la que el Estado puede valerse de grupos criminales para tareas represivas, contar con discrecionalidad para fomentar la operación de un grupo criminal y castigar a dicho grupo cuando mejor le convenga. En un sistema autoritario, señala Guerrero, el Estado tiene «capacidad para castigar de forma condicional al crimen organizado a efecto de evitar perturbaciones graves al orden público, incluyendo cualquier exceso en el uso de la violencia».


Al respecto, Trejo y Ley (2016) aportan evidencia respecto de una lógica particularmente grave que estaría detrás del hecho de que en ciertas entidades federativas haya incrementado más la violencia asociada al crimen organizado que en otras, misma que apunta a que en aquellas entidades gobernadas por el Partido Revolucionario Institucional (PRI), pero sobre todo en el Partido de la Revolucion Democratica (PRD), la violencia haya incrementado en 32 % y 162 % respectivamente.


Dimensión territorial y geográfica


A partir de la revisión de los trabajos empíricos identificados en este trabajo, una de las variables más señaladas en el análisis de la violencia asociada al crimen organizado es la territorial y geográfica. De acuerdo con Guerrero (1 de abril de 2018), por lo menos hasta 2018, la violencia criminal había sido más común en territorios que se encuentran fuera de las ciudades o zonas metropolitanas:




“la violencia del crimen organizado sigue siendo marginal en algunas zonas metropolitanas. Mientras en Mérida y en Toluca la tasa se ha mantenido por debajo de las dos ejecuciones por cada 100 mil habitantes, en Acapulco y en Ciudad Juárez ha rebasado las 100 ejecuciones por cada 100 mil habitantes.” (Guerrero, 1 de abril de 2018, s.p.).





Éstas violencias, pese a articularse en torno a lo que podría asumirse como una misma «lógica de criminalidad», tienen particularidades que es importante considerar dado que a lo que la evidencia apunta es que, en algunas regiones, estados y municipios del país, configuran entre sí dinámicas que responden a factores diversos (culturales, laborales, económicos, históricos, poblacionales, entre otros) y que implican matices en la forma en que se manifiestan dependiendo del lugar físico (literalmente, el territorio) en el que suceden. Así, por ejemplo, Ansolabehere (21 de agosto de 2020) habla de “regímenes de violencia” que operan y determinan o inciden en la forma en que el escenario de violencia criminal asociada al crimen organizado ocurre; mientras que Farfán (21 de agosto de 2020) identifica componentes asociados al mercado de trabajo que determinan la configuración del contexto de violencia criminal en el estado de Sinaloa.


La variable geográfica y territorial también desempeña un papel fundamental en otras entidades federativas – como Coahuila – y en la configuración de las “redes de macrocriminalidad”, de acuerdo con Vázquez (2019):




“Este estado se encuentra al norte de México, colindante con los Estados Unidos. Tiene una posición geográfica privilegiada no solo por ser fronteriza, sino porque cuenta con dos carreteras que conectan a su principal ciudad comercial, Torreón, con otras dos ciudades fronterizas, El Paso y Laredo, lo que genera un triángulo que incluye más de la mitad de la frontera de México con Estados Unidos.







Además, en Coahuila existe una rica zona carbonífera, por lo que hay fuertes empresas mineras y productoras estatales de electricidad que juegan roles relevantes en las decisiones políticas locales” (Vázquez, 2019, p. 21).





Es por ello, y por la especificidad que es posible identificar en las investigaciones y análisis que se han construido durante los últimos años, que se considera relevante hacer una síntesis del conocimiento generado en torno a cada una de las violencias listadas anteriormente, si bien existen análisis que hacen una aproximación de conjunto a una determinada región o espacio geográfico – territorial de conjunto.


Los territorios y espacios físicos resultan transformados también por la violencia criminal, lo que apunta a una ruta de investigación en torno a cómo ésta ha permeado e impactado en lo que desde la sociología se denominan “espacios de socialización” primaria y secundaria (hogares, escuelas, lugares de trabajo y espacio público en general). En ese sentido, Aguayo (2016) define a San Fernando, Tamaulipas, como “campo de exterminio” en 2010, por ejemplo, o la evidencia que da cuenta del control territorial de municipios o regiones enteras, como Allende y Piedras Negras por los Zetas a partir de 2010.


Desde otra perspectiva, México Evalúa (Ramírez & Holst, 2020) haciendo uso de metodologías de análisis espacial, (en específico, la identificación de hot spots o grupos de municipios con altas tasas de homicidios) lleva a cabo un análisis exploratorio de municipios calificados como tales: tasas de homicidios por 100 mil habitantes más altas que el promedio de los demás municipios del país. rodeado de otros municipios que, a su vez, tienen tasas más altas que el promedio. Esto con el objetivo de detectar grupos o clústeres de municipios con altos niveles de homicidios.


Sin embargo, se trata de una aproximación meramente exploratoria, porque identifica la concentración de homicidios, pero no diagnostica sus causas ni las características de las víctimas. Los datos que se usan son las carpetas de investigación del SESNSP y las proyecciones de población del Consejo Nacional de Población «CONAPO» lo cual constituye un problema en tanto que, como lo plantea México Unido Contra la Delincuencia «MUCD» (2019), estos datos no siempre corresponden al lugar de ocurrencia del homicidio, sino al de su registro al hacer una denuncia e iniciarse una carpeta de investigación, además de la cifra negra que prevalece en todo el país.


Este estudio identifica que los municipios con tasas más altas de homicidios en el periodo de diciembre de 2018 a julio de 2020, no se distribuyen de manera aleatoria, sino que tienden a agruparse en clústeres que, si bien abarcan apenas 3 % de todos los municipios del país, en ellos ocurre uno de cada seis homicidios registrados a nivel nacional. Los clústeres que encontraron son: (1) Chihuahua-Durango-Sinaloa; (2) Zacatecas; (3) Colima; (4) Guanajuato-Michoacán, y (5) Morelos-Guerrero.


Otro de los planteamientos que hace este estudio a partir de lo que muestra es que las coordinaciones territoriales de la Guardia Nacional (cuerpo de seguridad que actualmente tiene la responsabilidad de implementar la estrategia de seguridad) no coinciden con los clústers de municipios con mayor número de homicidios. De los 93 municipios que conforman los cinco clústeres, sólo 23 cuentan con presencia permanente de la Guardia (el equivalente a 24.7 %), identificando las siguientes deficiencias: (1) Coordinación compleja entre regiones y estados; (2) Tiempos de desplazamiento prolongados, y (3) Escaso número de elementos.


Al respecto, es necesario hacer visible que, así como la región norte del país, existen otras que han sido también escenario de la expansión de la violencia criminal a partir de 2007, con particularidades que responden a factores como los grupos de crimen organizado que comenzaron a enfrentarse entre sí, el contexto político, económico y social, así como las actividades productivas o mercados lícitos predominantes en esos territorios. Es el caso de la región denominada “Tierra Caliente” (conformada por municipios de Michoacán, Guerrero y el Estado de México ubicados en el suroeste del país, en donde desde 2013 se ha podido identificar la participación de «grupos de autodefensa»24 conformados por habitantes de esta región que decidieron responder de forma armada a los embates de los distintos grupos criminales que ha controlado esos territorios (Zepeda, 2018) en donde existe un sector productivo pujante de aguacate.


También se han hecho planteamientos de que la violencia criminal que ocurre en algunas regiones del territorio nacional es de carácter binacional (Aguayo, 2016). De ahí que el gobierno de los EUA tenga una participación importante en la investigación de estos delitos. Se trata, a decir de Aguayo (2016)




“una avenida muy poco explorada. La opacidad de Estados Unidos obstaculiza el acercamiento a la verdad. Ellos preservan información importante para entender lo que pasa en México. El [entonces] gobernador de Coahuila, Rubén Moreira, comentó que actores principales de la matanza se encuentran en Estados Unidos y que la Procuraduría de Coahuila no ha tenido éxito en la extradición ni en obtener información de estas personas.” (p. 17)





Siguiendo a Aguayo (2016) falta dedicar más atención al papel jugado por otros países, en particular EUA, en casos como la masacre de los 72 migrantes en San Fernando en tanto que buscaban ingresar a aquel país y al saberse también que al menos dos de los causantes del ataque a Allende son actualmente testigos protegidos de la Administración de Control de Drogas (DEA pos sus siglas en inglés), y que posiblemente algunos otros tengan doble nacionalidad, lo que refuerza la idea de que se está ante una «violencia internacionalizada».


Ahora bien, además de los aspectos generales descritos identificados en la literatura sobre la violencia asociada al crimen organizado, se han producido también estudios e investigaciones en torno a las violencias que la conforman. A grandes rasgos, se observa un menor número de investigaciones y estudios sobre la mayoría de estas, quizá con excepción de aquellas que abordan los homicidios, las desapariciones y las fosas clandestinas.


Entre los estudios empíricos más relevantes en torno a la dimensión territorial de la violencia criminal asociada o derivada del crimen organizado se encuentran los realizados por Carlos Vilalta, quien ya en el 2009 apuntaba a la necesidad de analizarla desde sus patrones y procesos geográficos, concretamente del narcomenudeo, al considerarlo como “un enemigo especialmente peligroso” (Vilalta, 2009, p. 50). Es particularmente notable el esfuerzo de Vilalta por analizar al crimen asociado con las drogas de forma pionera en el país desde la geografía, señalando incluso la ausencia de esta problemática como objeto de investigación para los geógrafos mexicanos.


A lo largo de su obra, Vilalta, quien hoy en día es ya un referente en el análisis de la geografía del crimen relacionado con las drogas o con los delitos contra la salud en México, ha aportado evidencia relevante sobre la distribución espacial y concentración geográfica del crimen en hot spots, tanto a nivel municipal (o de alcaldía) como a nivel estatal y regional, así como respecto de variables con las que esta concentración o distribución se encuentra asociada. Desde entonces ha generado una prolífica obra de investigación académica en torno a la geografía y el crimen y distintas temáticas específicas como, por ejemplo, el miedo al crimen (Vilalta, 2010); el alto porcentaje de hogares no tradicionales y su relación con las capacidades gubernamentales para la prevenir la comisión de los delitos contra la salud (Vilalta, 2012); la anomia institucional, la espacialidad y temporalidad de las muertes asociadas con la lucha contra el crimen organizado (Vilalta, 2013); y la relación entre la presencia de fuerzas policiales y la presencia del crimen desde el análisis espacial (Vilalta, Fondevila & Massa, 2021).


En la figura 3 se muestra un esquema con las principales perspectivas y enfoques de análisis identificadas por violencia específica.




Figura 3. Perspectivas y enfoques de análisis que prevalecen en el análisis de las violencias asociadas al crimen organizado


[image: ]


Fuente: Elaboración propia, (2021).





Las otras violencias


Es común que, en la opinión pública, pero también en los análisis académicos y estudios realizados por OSC, instituciones gubernamentales y organismos internacionales, predomine la generalización de que la violencia es exclusivamente aquella derivada o asociada de las dinámicas que se articulan en torno al crimen organizado y la «guerra» contra ella.


Como se señaló anteriormente, sin embargo, existen otras violencias que se articulan en torno a lógicas distintas y que, con base en la estadística oficial (que se ha señalado antes, tiene amplias limitantes) también se han incrementado de forma estadísticamente significativa y en varios casos inédita. De forma que, lo que se enfrenta es una situación en la que numerosas, múltiples y diversas violencias están creciendo, expandiéndose y coexistiendo en un contexto de colapso económico, característicamente desigual y con profundos problemas de discriminación, pobreza, exclusión y precariedad laboral, por nombrar sólo algunos de los más graves.


Desde esta perspectiva, uno de los objetivos de la investigación en la que se enmarca este trabajo es mostrar y visibilizar los distintos trabajos que se han llevado a cabo a fin de aproximarse a estas violencias, así como antes se hizo respecto de la violencia criminal. Sin embargo, por la enorme diversidad de trabajos localizados que fueron realizados en la última década en torno a estas otras violencias (que fueron especificadas en la tabla 1), se sigue un método distinto pues el principal objetivo que se persigue es mostrar las disciplinas, enfoques y marcos analíticos y metodológicos mediante los que se han estudiado a fin de tener un panorama general sobre el estado de conocimiento de cada una y con ello puntos de partida hacia la formulación de nuevas hipótesis y rutas de investigación.


Violencias no asociadas o no necesariamente asociadas al crimen organizado


Esta categoría se denomina así con el propósito de hacer visible que algunas violencias que de forma genérica e indiscriminada se clasifican como violencia asociada al crimen organizado, como es el caso de los homicidios o la trata de personas. De forma que, en esta primera categoría, se agrupa a: homicidios, feminicidios (sin evidencia que no son causados por el crimen organizado); robo con y sin violencia (que a su vez se clasifican en varios tipos); trata de personas y explotación de distinto tipo, ya sea que se reconozcan como fines de la primera o no; lesiones; violencia de género; violencia sexual; y agresiones de distinto tipo en el ámbito laboral y escolar.
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